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Si una empresa delinque,  
tendrá antecedentes penales   

Xavier Gil Pecharromán MADRID.  

“Las empresas pueden ahora tener 
antecedentes penales, lo que hace 
que las penas se disparen en los 
supuestos de reincidencia, ha adver-
tido el magistrado de la Sala de Ape-
lación de la Audiencia Nacional Eloy 
Velasco, en el transcurso de su inter-
vención en la jornada Responsabi-
lidad penal de la persona jurídica: 
Cuestiones prácticas sobre el cum-
plimiento normativo, organizada 
por el despacho de Salvide Aboga-
dos y Thomson Reuters, celebrada 
en Pamplona. 

Velasco explicó que la nueva regu-
lación ha venido a resolver el pro-
blema “de cuando el juez no puede 
identificar a la persona física que 
ha cometido la acción. Antes lo 
hubiéramos archivado, pero hoy 
podemos seguir contra la persona 
jurídica, que solo puede ser sancio-
nada con una pena de multa, que 
variará en función del delito”. 

La legislación no obliga a tener 
programas de cumplimiento, ya que 
no es algo obligatorio, sino que se 
circunscribe en el derecho premial, 
como recompensa por la Adminis-
tración de Justicia. No obstante, 
Velasco recordaba que no tenerlo 
por ahorrar dinero puede salir muy 
caro a las personas jurídicas.  

A este respecto, la magistrada y 
letrada coordinadora del gabinete 
técnico de la Sala de los Penal del 
Tribunal Supremo, María Ángeles 
Villegas, en su intervención avisó a 
empresarios y juristas presentes, “si 
ustedes creen que tener un progra-
ma de cumplimiento es caro, prue-
ben a no tenerlo”. 

Actualizar el programa  
Los riesgos jurídicos de una empre-
sa están ligados a su actividad y por 
la variedad y continuo crecimien-
to es preciso actualizar el progra-
ma constantemente y redefinir el 
mapa de riesgos. 

La magistrada Villegas indicó que 
“la empresa ni defrauda a Hacien-
da ni trafica con drogas, por lo que 
la única posibilidad de imputarle es 
demostrando que no ha sido lo sufi-
cientemente diligente en la preven-
ción del delito”. 

Mientras, Eloy Velasco afirmó 
que “un sector de la Abogacía sigue 
sin creerse que, desde 2010, una 
misma acción penal puede tener 
dos responsables, las personas físi-
cas y las jurídicas. Desde esa fecha 
y sobre todo a raíz de la reforma de 
2015, se singularizan las situacio-
nes que divorcian la responsabili-

El magistrado Eloy Velasco advierte del peligro de reincidir 
en la responsabilidad penal, porque dispara las sanciones 

Vista de la mesa de ponentes durante la intervención de Eloy Velasco. EE

dad física de la jurídica, pero “el 
hecho de que la acción punible la 
cometa una persona física, no quie-
re decir que no se pueda sancionar 
a la jurídica”, concluyó. 

Por su parte, Enrique López, tam-
bién magistrado de la Sala de Ape-
lación de la Audiencia Nacional , 

dijo en el transcurso de su ponen-
cia en esta jornada, que la persona 
jurídica “no es castigada por la comi-
sión de un delito, sino por no haber 
implementado medidas que evita-
sen su comisión”.  

“Desde la introducción de este 
concepto en nuestro marco legis-
lativo en 2010, el legislador español 
se ha decantado por el modelo de 
la responsabilidad penal, que es un 
concepto que nace en Estados Uni-
dos, donde no hay tanta inflación 
de normas administrativas sancio-
nadoras”, explicó. 

JORNADA SOBRE CUMPLIMIENTO NORMATIVO

X. G. P.  MADRID.  

El Tribunal Supremo (TS) extien-
de la posibilidad de acogerse a los 
beneficios fiscales de las comuni-
dades autónomas en el Impuesto 
sobre Sucesiones y Donaciones  
(ISD) a los no residentes extraco-
munitarios y no solo a los comu-
nitarios, como reconoce la nor-
mativa española.  

En una sentencia de 19 de febre-
ro de 2018, de la que es ponente 
el magistrado Herrero Pina, el Alto 
Tribunal considera que los efec-
tos de la sentencia del Tribunal de 
Justicia de la UE (TJUE) de tres 
de septiembre de 2014 son aplica-
bles a los no residentes extraco-
munitarios y que, además, concu-
rren los requisitos exigidos para 
que sea procedente exigir la indem-
nización por responsabilidad patri-
monial del Estado Español.  

“Esta sentencia pone fin a la dis-
criminación existente, abre la puer-
ta a los extracomunitarios para 
conseguir una devolución sustan-
cial  del Impuesto no prescrito 
pagado y, además, finalmente obli-
gará al Legislador a modificar nue-
vamente la normativa”, explica  
Óscar Baeza, abogado de Morera 
Asesores y Auditores.  

La sentencia del TJUE conde-
nó a España al determinar que la 
normativa del ISD vigente hasta 
entonces no permitía que en heren-
cias y donaciones con no residen-
tes se pudieran aplicar los bene-
ficios fiscales vigentes en las dife-
rentes comunidades autónomas 
para sus residentes.  

El TJUE consideró que esa dis-
criminación de no residentes -que 
se veían obligados a pagar mayo-

res impuestos aplicando exclusi-
vamente normativa estatal-, vul-
neraba el artículo 63 del Tratado 
de Funcionamiento de la Unión 
Europea (TFUE) que prohibe 
“todas las restricciones a los movi-
mientos de capitales entre Esta-
dos miembros y entre Estados 
miembros y terceros países”. 

A raíz de esta sentencia, se modi-
ficó la normativa del ISD a través 
de la Ley 26/2014, de 27 noviem-
bre, permitiendo a los no residen-
tes aplicar beneficios fiscales de 
la comunidad autónoma con la 
que mantenga alguna conexión -
como el lugar de residencia del 
fallecido o del heredero o el  lugar 
donde se encuentran  los bienes 
en España-, pero siempre que se 

tratara de no residentes de algún 
país de la UE o del Espacio Eco-
nómico Europeo. De esta forma, 
el sistema ha seguido penalizan-
do las herencias y donaciones en 
el caso de extracomunitarios. 

Para Alejandro del Campo, socio 
de DMS, extiende la importancia 
de este fallo y señala que “tanto la 
sentencia de de  17 de octubre de 
2017 como la de 19 de febrero de 
2018 del TS, que obligaron a devol-
ver lo pagado con intereses por el 
ISD a residentes en la UE, pueden 
resultar decisivas en relación con 
declaración de bienes y derechos 
en extranjero -Modelo 720-”. 

Finalmente, Esaú Alarcón, abo-
gado de  Gibernau Asesores, dice 
que estos “son casos de responsa-
bilidad patrimonial del Estado ante 
una discriminación flagrante”.

Los extracomunitarios 
pueden acogerse a los 
beneficios en Sucesiones
La Justicia europea ya 
reconoce esta ventaja 
para residentes en  
los países de la UE  

Aedaf pide una fiscalidad 
clara de las criptomonedas
X. G. P. MADRID.  

La Asociación Española de Ase-
sores Fiscales (Aedaf ) ha instado, 
en la XI Jornada Nacional de Estu-
dio celebrada en Barcelona, a la 
Administración para que aclare el 
régimen tributario de las cripto-
monedas. Consideran que hace 
falta introducir cambios en la nor-
mativa contable y de registro y 
solicitan al Ministerio de Hacien-

da que, “al menos mientras se avan-
za en materia legislativa, se publi-
que una guía de recomendaciones 
de uso y medidas de control”.  

Hay diferentes doctrinas y con-
sideraciones de distintos organis-
mos que ofrecen interpretaciones 
regulatorias, pero “hace falta una 
aclaración del régimen tributario 
de forma global, para todos los 
impuestos”, indicó José Ignacio 
Alemany, presidente de Aedaf.

Más información en  
www.eleconomista.es/ecoley@

Enrique López destacaba a con-
tinuación, que, hasta ahora, “todas 
las sentencias del Tribunal Supre-
mo han sido relativas a delitos come-
tidos por directivos”. Además, los 
tres ponentes han querido recalcar 
que, a la hora de identificar y cali-
brar la responsabilidad de las per-
sonas en un delito cometido desde 
una empresa, “no es igual la respon-
sabilidad de quien manda que la 
responsabilidad de quien es man-
dado”, ha concluido Enrique López. 

El problema con que se encuen-
tran las empresas es que la figura 
del compliance officer no -el respon-
sable del cumplimiento legislativo- 
no está regulada.  

Por ello, hay que partir del artí-
culo 31 bis del Código Penal, en el 
que se hace responsable a las per-
sonas jurídicas, de los delitos come-
tidos en nombre o por cuenta de las 
mismas, y en su beneficio directo o 
indirecto, por sus representantes 
legales o personal autorizado para 
tomar decisiones en nombre de la 
persona jurídica o que ostenta facul-
tades de organización y control den-
tro de la misma.

Tener un programa 
de cumplimiento es 
caro, pero mucho 
más caro puede 
salir no tenerlo

El Tribunal Supremo 
condena al Estado  
a devolver lo 
cobrado de más  
al contribuyente

For personal use only. Printed by PressReader (C) NewspaperDirect. ID:FFFFFFFFF2FECF0AD0D14F708435E0F001A5F319_com.NewspaperDirect.Kioskoymas


